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: 41 001 23 003-1996-8715-00

Acta



: Nº 54
JAVIER ROA SALAZAR en su propio nombre instaura acción de Nulidad y  Restablecimiento del Derecho contra la Contraloría Departamental del Huila, con el fin de que esta Corporación haga las siguientes y similares,

I.- DECLARACIONES Y CONDENAS

1.- Se declare la nulidad de la Resolución N° 009 del 04 de septiembre de 1995 proferida por la Contraloría Auxiliar del Huila y la División de Juicios Fiscales.

2.- Se declare la nulidad de la Resolución N° 0079 de 5 de febrero de 1996.

3.- Como consecuencia de las declaraciones anteriores y a título de restablecimiento del derecho, “se condene a la Contraloría General del Departamento del Huila, al pago de los daños y perjuicios ocasionados con los actos administrativos objeto de demanda, los cuales se cuantificarán una vez ejecutoriada la sentencia”.

4.- Se ordene los reajustes de las sumas ordenadas a pagar como daños y perjuicios materiales y morales causados según los artículos 177 y 178 del C.C.A.    

II.- HECHOS 

Como fundamento de la acción el demandante expone los siguientes hechos, en síntesis:

1.- La Contraloría Departamental del Huila adelantó investigación fiscal en contra del demandante, por actuaciones suyas como Gerente de la Beneficencia del Huila.

2.- Los cargos que sustentaron la investigación fiscal consistieron en: subfacturación en la entrega para dación en pago de un vehículo de la entidad, sobrecostos en adquisiciones de diversos elementos para la Beneficencia, celebración injustificada de contratos de prestación de servicios para la entidad y ordenación indebida en el pago, a favor del mismo demandante, de recursos que se destinaron a su matrícula para unos estudios de postgrado.

3.- El trámite de la investigación fiscal, en sentir del demandante, presentó irregularidades en cuanto al manejo de la investigación por “la manipulación de las fechas de los autos de cierre de investigación”, por la omisión de la doctora Luz Marina Motta de Manrique de pronunciarse ante el impedimento que fuera propuesto por el investigado, desconocimiento de la principio de la prejudicialidad y de la integración del contradictorio.

4.- Mediante la Resolución Nº 009 del 04 de septiembre de 1995 de la Contraloría Auxiliar y la División de Juicios Fiscales, se fijó responsabilidad fiscal en cabeza del demandante por el valor de $12.926.940.

5.- Como resultado de la apelación que interpuso el sancionado contra el citado acto, la Contraloría Departamental expidió la Resolución Nº 0079 del 05 de febrero de 1996, reformando el valor inicialmente fijado, para corregirlo en la suma total de $13.326.950. 

6.- El actor formuló solicitud de revocatoria directa de la Resolución Nº 009 de 1995.

7.- La Contraloría inició cobro coactivo contra el demandante, lo cual afirma le causa enormes perjuicios. 

III.- NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN

Afirma el actor que con la expedición de los actos acusados se vulneraron las siguientes normas:

· El artículo 29 de la Constitución Política.

· Los artículos 150 numerales 6, 7 y 8 y 97 numeral 11 del Código de Procedimiento Civil.

· La Ley 42 de 1993.

· El artículo 57 del Código de Procedimiento Penal.

Manifiesta que los actos acusados fundamentan su determinación en el quebranto del debido proceso debido a que el procedimiento fiscal se tramitó irregularmente y con desconocimiento de las formas propias del juicio en tanto la Contralora Departamental no se declaró impedida, como se lo solicitó en su oportunidad el investigado y porque cuando se resolvió el recurso de apelación, la segunda instancia no decidió expresamente si revocaba o confirmaba la resolución impugnada. 

Considera el demandante que fue sancionado con violación al debido proceso y a la prohibición de la reformatio in pejus porque habiendo formulado la apelación contra la decisión que fijó su responsabilidad en la suma de $12.926.940, no podía la segunda instancia, como en efecto lo hizo, modificar esta decisión aumentando dicho valor a la suma total de $13.326.950 

Establece que de conformidad con los artículos 37 y 57 del Código de Procedimiento Penal, que consagran  la terminación de la acción civil cuando el proceso penal hubiere terminado con sentencia absolutoria, la investigación fiscal no podía continuar, normas que considera deben aplicarse en virtud de la remisión que el artículo 89 de la Ley 42 de 1993 contempla para la aplicación de las normas contenidas en el Código Contencioso Administrativo y el Código de Procedimiento Penal.      

Soporta el siguiente cargo en la presunta violación al principio de las formas propias de cada juicio cuando el artículo 83 de la Ley 42 de 1993 y el artículo 26 numeral 8 de la Ley 80 de 1993 obliga al ente fiscalizador a vincular a los directivos y órganos decisorios de las entidades, así como a los contratistas y particulares que hubieren causado daños patrimoniales al Estado, de manera que considera que no se dio aplicación al artículo 97 numeral 11 del Código de Procedimiento Civil cuando establece como causal de nulidad la omisión de citar a otras personas que la ley dispone citar.   

IV.- CONTESTACION DE LA DEMANDA

Notificada la demanda, la Contraloría Departamental, a través de apoderado debidamente acreditado, procedió a contestarla, oponiéndose a la prosperidad de las pretensiones por carecer de fundamentos fácticos como jurídicos, toda vez que considera que el acto administrativo cuestionado se encuentra plenamente ajustado a la Constitución, a la ley y a los reglamentos.

Manifiesta que las alegadas irregularidades en el cumplimiento de los términos fueron oportunamente subsanadas mediante providencias que aclararon las fechas en que los autos fueron expedidos, en aplicación de la facultad de corregir errores aritméticos y otros, contemplada en el artículo 310 del Código de Procedimiento Civil.

En cuanto al punto del impedimento de la doctora Luz Marina Motta de Manrique señala que éste no existió, pues las declaraciones de prensa que ella ofreció como Contralora Departamental sobre la investigación fiscal, se enmarcan en de la función propia que a los representantes de la Contraloría General de la República les ha otorgado el artículo 106 de la Ley 42/93.
Agrega que la doctora Motta Manrique no podía pronunciarse sobre la citada recusación puesto que ella no participó de decisión alguna en la investigación fiscal, ya que en ese entonces la competencia del Contralor Departamental se limitaba a la decisión de los recursos de apelación del fallo, lo cual fue cumplido por el doctor Armando Criollo como Contralor Departamental para la época.   

Respecto al punto de la violación al debido proceso por no haberse aplicado la prejudicialidad solicitada por el investigado explica que ésta no fue aceptada por la Contraloría Departamental en consideración a la autonomía y la independencia de responsabilidades, por lo que el resultado penal no afecta el tema del control fiscal.  

Advierte que no puede aceptarse el argumento del libelista según el cual se le desconoció por parte de la demandada, el principio de la no reformatio in pejus, toda vez que la decisión de la Contraloría Departamental se limitó a corregir un error aritmético, como se sustentó en el acto demandado. 

Explica que no se conoce de petición alguna para la revocatoria directa de la decisión de la Contraloría Departamental, la cual señala, es improcedente al haberse agotado la vía gubernativa. 

Propone como excepción la de Ineptitud de la demanda, aduciendo la falta de técnica de sus fundamentos de derecho, que no guardan relación con las normas violadas enunciadas ni con las pretensiones. 

Agrega que en cuanto a la representación del demandado: Señala que cuando la demanda cita como representante legal de la Contraloría Departamental al señor Gobernador del Departamento se incurre en una equivocación puesto que, a pesar de que la jurisprudencia del Consejo de Estado no ha sido uniforme sobre el particular, se acoge la sentencia del 11 de septiembre de 1995, C.P. Dra. Nubia González Cerón para considerar que las contralorías sí tienen personalidad jurídica y por lo mismo, legitimidad procesal para actuar judicialmente en forma directa. 

Por todo lo antes expuesto solicita se denieguen las súplicas de la demanda.

V.- ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

Corrido el término para dicho segmento procesal, las partes reiteraron  los argumentos expuestos en el libelo demandatorio y su contestación, respectivamente.

El Ministerio Público guardó silencio. 

Visto el plenario sin que existan causales de nulidad que invaliden lo actuado entra la Sala a decidir, previas las siguientes:

VI.- CONSIDERACIONES
1.- COMPETENCIA
De conformidad con lo establecido por el artículo 132 numeral 3º del C.C.A. esta Corporación es competente para resolver la presente acción.

2.- PROBLEMA JURÍDICO
El accionante pretende la nulidad de los actos administrativos por medio de los cuales se declaró su responsabilidad  fiscal por la suma de $12.926.940 (Resolución Nº. 009 del 04 de septiembre de 1995), y se resolvió el recurso de apelación contra la anterior decisión modificando su cuantía aumentándola a la suma de $13.326.950 (Resolución Nº. 000079 del 05 de febrero de 1996).

En forma previa a la definición del problema jurídico expuesto, ha de resolverse la excepción de ineptitud de la demanda alegada por la Contraloría Departamental del Huila; veamos:

2.1.- LA EXCEPCIÓN DE INEPTITUD DE LA DEMANDA

La excepción propuesta por la Contraloría Departamental del Huila se refiere a dos aspectos: uno referente al concepto de violación y el otro, atinente a la representación de la Contraloría Departamental.

En relación con el primer argumento, expresa que los fundamentos de derecho expuestos en la demanda no guardan relación con los hechos enunciados en ella y en cuanto al segundo punto, señala que la Contraloría tiene personería jurídica y por lo tanto está representada por el Contralor Departamental, de acuerdo a los lineamientos expuestos por el Consejo de Estado en sentencia de 11 de septiembre de 1995.

El Código Contencioso Administrativo en su artículo 137 numeral 4º señala como requisito de la demanda que en ella debe expresarse los fundamentos de derecho de las pretensiones, indicando las normas violadas y el concepto de violación cuando se trata de la impugnación de un acto administrativo. 

En el libelo el demandante, si bien el concepto de violación no se ajusta a la técnica que ello requiere, se puede establecer cuáles son las normas que estima vulneradas con el acto y cuál es el sentido de la violación de las normas que cita, luego no se puede afirmar que no haya cumplido con el requisito a que alude la norma citada, pues no sólo del acápite “Normas y Concepto de Violación” se puede inferir su criterio jurídico respecto al fundamento de sus pretensiones, del contenido íntegro de la demanda se reafirma el concepto de violación invocado como sustento a la petición de nulidad de los actos demandados, luego en este caso no está llamada a prosperar la excepción en los términos en que ha sido expuesta.

De otro lado, acerca de la representación legal de la Contraloría Departamental, el Consejo de Estado ha asumido diversos criterios los cuales se encuentran condensados en varios pronunciamientos así: sentencia 2685 de diciembre 9 de 1994 en la cual se afirma que las Contralorías carecen de personería; auto Nº 3405 de septiembre 11 de 1995, en el que se afirma que todas las Contralorías son portadoras de personería jurídica, calidad que hace que sean sujetos de derecho para contraer obligaciones; auto Nº 3628-04 de septiembre 22 de 2005, según el cual, si bien las Contralorías gozan de autonomía presupuestal, administrativa y contractual, ello no les confiere personalidad jurídica, dado que ella debe estar determinada expresamente en el ordenamiento jurídico y por lo tanto para que puedan ejercer su defensa en vía jurisdiccional se habrá de vincular a la persona jurídica de la cual hacen parte.

En el subexamine, el demandante vincula como demandado a la Contraloría Departamental del Huila representada legalmente por el señor Gobernador; sin embargo, en el acápite de “Notificaciones” indica que la recibirá el Gobernador del Huila y al señor Contralor del Departamento, en el segundo y quinto piso de la Gobernación respectivamente.

Además, por auto del 23 de agosto de 1999 al negarse la solicitud de nulidad del auto del 22 de julio que admitió la demanda, modificó su parte resolutiva en el sentido de ordenar la notificación personal al Contralor Departamental.

No obstante lo anterior dentro del proceso tanto el Departamento del Huila constituyó apoderado y se hizo parte, como la Contraloría Departamental, circunstancias que nos llevan a afirmar que a pesar de haberse dirigido la demanda contra el Departamento, indicando como representante al Contralor, al hacerse parte este último, la supuesta irregularidad quedó subsanada y por consiguiente la excepción alegada no amerita ser declarada porque la Contraloría Departamental ha ejercido el derecho de defensa en este proceso. 

2.2.- EXCEPCIÓN OFICIOSA

De conformidad al contenido del artículo 164 del Código Contencioso Administrativo, en la sentencia que se va adoptar se deben decidir las excepciones propuesta y sobre cualquier otra que el fallador encuentre probada.

En el caso objeto de examen el demandante incurrió en una ineptitud formal de la demanda en razón a que no formuló la petición de nulidad contra todos los actos administrativos proferidos dentro de la investigación de responsabilidad fiscal promovida en su contra por la Contraloría Departamental del Huila. 

De acuerdo al tenor del artículo 138 inciso 3º del Código Contencioso Administrativo, cuando se demanda la nulidad de un acto administrativo se le debe individualizar con toda precisión. Si el acto definitivo ha sido objeto de recursos en la vía gubernativa, también debe demandarse las decisiones que lo modifiquen o confirmen; y si fue revocado sólo se debe demandar la última decisión.

De los términos de la demanda se establece que la petición de nulidad está dirigida contra la Resolución Nº 009 de 4 de septiembre de 1995 proferida por la Contraloría Departamental del Huila mediante la cual se le declaró responsable fiscalmente en cuantía de $12.926.940, y la Resolución Nº 0079 de 5 de febrero de 1996 que resolvió el recurso de apelación subsidiaria interpuesto contra la anterior resolución modificándola respecto a la cuantía.

Haciendo el examen del proceso de responsabilidad fiscal encontramos que el acto administrativo que decidió el recurso de reposición interpuesto contra la Resolución Nº 009 de 4 de septiembre de 1995, el que fuera decidido mediante providencia del 9 de noviembre de 1995 (fls. 39 a 50, cuaderno 5 Juicio Fiscal de cuenta) no fue demandado en esta vía judicial, omisión que deja intacto el contenido de la decisión de responsabilidad fiscal, configurándose por lo tanto una ineptitud formal de la demanda que conlleva a una decisión inhibitoria.

Sobre este particular ha precisado el Consejo de Estado:

“La ley exige la individualización de todos los actos que modificaron o confirmaron el acto definitivo, salvo que este haya sido revocado, lo cual resulta sustancial puesto que estos son actos que resolvieron una situación jurídica determinada, además de que gozan de presunción de legalidad, lo cual significa que dichos actos seguirán surtiendo efecto hasta que sean declarados nulos por la administración.” 
 

Por su parte la Doctrina ha destacado:
“4º. Individualización del acto acusado y de las pretensiones.

“En relación con el punto aquí tratado (lo que se demanda) debe tenerse una idea clara en cuanto a las individualizaciones aludidas, ya que el art. 138 del c.c.a. hace algunas precisiones y exigencias a este respecto. Así, en los contenciosos de anulación y de restablecimiento deberá individualizarse con toda precisión el acto que se pretende sea declarado nulo.

“La individualización del acto no ofrece dificultades en la mayoría de los casos, pero cuando se trate de un acto que fue objeto de recursos debe impugnarse como una unidad; y por ende, no puede omitirse ninguno de sus extremos.

“Aunque durante la vigencia del artículo 138 del c.c.a. no se logró acuerdo en la jurisprudencia del Consejo de Estado por la redacción opcional que traía su texto, que permitía que se podían indicar también los actos de trámite o los que fueron modificados o confirmados en la vía gubernativa, el decreto 2304, en su artículo 24, clarificó las cosas al disponer: “Si el acto definitivo fue objeto de recursos en la vía gubernativa, también deberán demandarse las decisiones que lo modifiquen o confirmen; pero si fue revocado, sólo procede demandar la última decisión.

“Como se observa, la demanda del acto que conforma total o parcialmente el acto inicial (el definitivo, según el artículo 50 in fine del c.c.a.) también será obligatoria. Se entiende así que el acto solo quedará bien individualizado cuando se impugne como una unidad, compuesta por el primer pronunciamiento y por los que resolvieron los recursos de vía gubernativa.”

De acuerdo a lo expresado anteriormente, se encuentra establecido que en el presente asunto el demandante debió demandar el acto administrativo que decidió el recurso de reposición interpuesto en la vía gubernativa contra  el auto Nº. 009 de septiembre 4 de 1995  mediante el cual lo declaró responsable fiscalmente. Debe entonces demandarse la totalidad de la manifestación de voluntad de la administración por cuanto no puede ella ser objeto de fraccionamiento, dado que la disposición indica que “deberán demandarse las decisiones  que lo modifiquen o confirmen, pero si fue revocado, sólo procede demandar la última decisión”. Por lo tanto al no haberse impugnado la totalidad del acto, torna en inepta la demanda, circunstancia que impide formular una decisión de fondo.

Por lo expuesto, la Sala Quinta de Decisión del Tribunal Contencioso Administrativo del Huila, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

F A L L A:

PRIMERO: DECLARASE no probada la excepción de “Ineptitud de la demanda” propuesta por la Contraloría Departamental del Huila.

SEGUNDO: DECLARASE oficiosamente la excepción de “Ineptitud sustantiva de la demanda”, y en consecuencia INHIBESE PARA DECIDIR DE FONDO  las pretensiones de la demanda.

TERCERO: Devuélvase el remanente de la suma depositada para gastos del proceso, si lo hubiere. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JORGE AUGUSTO CORREDOR RODRÍGUEZ

Magistrado

ENRIQUE DUSSÁN CABRERA        GERARDO IVÁN MUÑOZ HERMIDA
               Magistrado                                           Magistrado
1. Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección “B” Consejero ponente: Dr. Jesús María Lemos Bustamante. Sentencia de dos (2) de febrero de dos mil  seis (2006).- Radicación número: 15001-23-31-000-2000-02392-01(870-05).
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